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1. Introducción 

Es un concepto universalmente reconocido el que asigna a la tecnología una im­
portancia determinante en el desarrollo de la sociedad, siendo considerada como 
una componente de la función de producción, junto con los factores clásicos: capi­
tal, trabajo, recursos naturales. 
 
La incorporación de nuevos conocimientos a la producción (innovaciones) resulta, 
por consiguiente, fundamental. En la Argentina el proceso de industrialización se 
ha realizado tardíamente en relación con los países altamente desarrollados, im­
portando de éstos las tecnologías disponibles 1. Este proceso, que tendió a la susti­
tución de importaciones de las que dependíamos para el consumo final, generó 
una nueva forma de dependencia a través de la demanda de equipos y productos 
intermedios, y de la asistencia técnica directa. 
 
Es necesario destacar que dependencia tecnológica no es sin embargo equivalente a 
importación de tecnología, pues este intercambio se realiza igualmente en los paí­
ses independientes altamente desarrollados. "La dependencia, si bien supone la im­
portación es conceptualmente diferente: ella existe cuando no es posible iniciar un 
proceso autosostenido de desarrollo tecnológico en el cual se domina la importa­
ción de tecnología en forma tal que constituye un factor de intensificación del rit­
mo de innovación en la industria, al mismo tiempo que estimula y se nutre del de­
sarrollo de una capacidad interna creciente para la creación, difusión, adaptación y 
utilización de tecnología" 2. 

1Sánchez Crespo, Alberto, "Esbozo del desarrollo industrial de América Latina y de sus principales 
implicaciones sobre el sistema científico y tecnológico", OEA, 1972.
2Oxman, Gastón y Sagasti, Francisco; "La transferencia de tecnología hacia los países del grupo an­
dino", OEA, AC/PE 46, abril 1972.
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El comercio de tecnología se inserta en un modelo destinado a integrar la red na­
cional para la "producción, distribución y consumo" de la tecnología, cuyos compo­
nentes principales son 3: 
 
1. La demanda final (principalmente de la población nacional)  
2. El Gobierno que diseña y ejecuta la política tecnológica 
3. El sistema productivo, objeto de la política tecnológica 
4. El sistema generador de tecnología nacional 
5. El sistema nacional de información 
6. El resto del mundo, que cumple principalmente funciones de información y pro­
ducción. 
 
Se plantean aquí dos hipótesis centrales. La primera es que la tecnología no es una 
variable independiente en el proceso de desarrollo de la sociedad que la utiliza, 
sino que está condicionada por éste, a través de la estructura del sistema producti­
vo, las pautas de consumo social, la formación cultural, elementos éstos intervi­
nientes en la configuración de la demanda total de tecnología. 
 
La segunda hipótesis es que el estado tiene un rol protagónico en la generación y 
canalización de este comercio; en la generación dada la importancia de su poder de 
compra, ya sea de las empresas del sector público productoras de bienes y de servi­
cios o como consumidor; en la canalización, por el conjunto de decisiones de políti­
ca tecnológica explícita (planificación de la ciencia y de la técnica, registro de trans­
ferencia de tecnología, promoción de la consultoría nacional), e implícitas (ley de 
promoción industrial, de compra nacional, de inversiones extranjeras, fiscalidad, 
etc.). 

El objeto restringido de nuestro análisis lo constituye el relevamiento de los instru­
mentos de creación y de transferencia de este trabajo. 
 
Tecnología que el país ha ido implementando y de algunos resultados de su aplica­
ción en el proceso económico-social nacional.  Está vinculado consiguientemente 
con los puntos 2 (el gobierno, que diseña y ejecuta la política tecnológica), 3 (el sis­
tema productivo objeto de la política tecnológica) y 4 (el sistema generador de tec­
nología nacional). 
 

3Moreno, Félix: "Modelo para un sistema de producción, selección y transferencia de tecnología" - 
O. E. A., mimeo, 1972.
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2. Los instrumentos de regulación de la creación y transferencia de tecnología 

La transferencia de tecnología es el proceso por el cual los conocimientos (en este 
caso tecnológicos) se difunden a la sociedad y son utilizados por el sistema produc­
tivo o para su consumo final. El comercio de tecnología, es una forma de transfe­
rencia por la cual el conocimiento tecnológico es objeto de transacciones de merca­
do, pudiendo asimilarse la tecnología a un bien de producción de características 
particulares dadas por su dinamismo, su efecto multiplicador y su naturaleza so­
cial 4. 
 
La tecnología puede transferirse "desincorporada" sea en forma de "Know-how" o 
de conocimientos patentables o bien incorporada a máquinas, bienes intermedios u 
otros insumos. 
 
Dada la importancia que reviste la generación propia de conocimientos científicos 
y tecnológicos que constituyan una alternativa de uso para el sistema productivo 
por una parte, y en segundo lugar posibiliten la evaluación, selección y adaptación 
de las tecnologías extranjeras, cuando éstas sean necesarias, incluiremos en este es­
tudio el conjunto de instrumentos directos orientados a: 
 
- Lograr el acople entre la creación científica y técnica y las necesidades de la socie­
dad  
- Fomentar la creación interna 
- Valorizar la creación interna 
- Promover la incorporación de la creación al proceso productivo 
- Regular el uso de la tecnología externa. 
 
A partir de la consideración según la cual el sistema productivo es consumidor de 
tecnología, las medidas de promoción de la producción tienen necesariamente im­
plicancias tecnológicas. Interesa analizar entonces el conjunto de dispositivos lega­
les de la política de desarrollo del país, en especial la del sector industrial,  que 
constituyen instrumentos indirectos de transferencia de tecnología. 
 
Las dos categorías de instrumentos clasificados según su naturaleza, son: 
 
- Directos, cuando contienen explícitamente opciones científicas o tecnológicas y en 
el  caso  de  instrumentos  institucionales,  como los  organismos  de  investigación, 
cuando su actividad específica implica una opción de hecho. 

4Sábato, Jorge A., "El comercio de tecnología", CACTAL 27, O.E.A., 1972.
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- Indirectos, cuando contienen implícitamente opciones científicas o tecnológicas, 
sea a través de un cuerpo legal normativo o de decisiones gubernamentales en las 
áreas de su acción, siendo su objetivo principal de naturaleza no tecnológica. 
  
2.1. Instrumentos Directos 
2.1.1. Instrumentos para lograr el acople entre la creación científica y técnica y las 
necesidades de la sociedad 
 
Si se acepta que un desarrollo nacional autónomo y autosostenido sólo puede lo­
grarse por un financiamiento generado internamente y el uso de importantes insu­
mos de conocimientos de origen nacional, y que el rol del Estado es determinante 
para hacerlo posible, el subsistema gobierno debe proveer los instrumentos para 
lograr el acople entre la creación científica y tecnológica y las necesidades de la so­
ciedad.  A este tipo de  instrumentos corresponde el  organismo de planificación 
científica y técnica global, el cual aparece en el país tardíamente, en el año 1969. 
Con anterioridad, importantes organismos que podríamos ubicar en la categoría de 
instrumentos de "fomento de la creación interna", algunos de ellos con responsabi­
lidades sectoriales de planificación y aún generales, constituyen los elementos fun­
damentales del sub-sistema científico. 

Organismo Año de creación

Dirección General del Servicio Meteorológico Nacional (S.M.N.) 1872

Instituto Geográfico Militar (IGM) 1879

Servicio de Hidrogafia Naval (SHN) 1879

Instituto Nacional de Microbiología (IMN) 1916

Intisturo de Investigaciones Aeronáuticas y Espaciales(IIAE) 1927/61

Comicion Nacional de Enegía Atómica 1950

Direccion Nacional De Investigación y Desarrollo(DIGID) 1950

Direccion Nacional del Antártico (DINA) 1950/70

Instituto de Investigaciones Científicas y Técnicas de las Fuerzas Armandas (CITEFA) 1954

Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA) 1956

Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI) 1957

Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) 1958

Instituto Nacional de Vitivinicultura 1959

Comicion Nacional de Investigaciones Espaciales (C.N.I.E.) 1960

Dirección Nacional de Geologia y Minería 1963

Instituto Nacional de Farmacología y Bromatología 1964

Laboratorio Nacional de Hidráulica Aplicada 1967
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Organismo Año de creación

Comisión Nacional de Estudios Geo-Heliofísicos(C.N.E.G.H.) 1969

Históricamente en distintos niveles del subsistema gobierno se crearon organismos 
nacionales en sectores socio-económicos o áreas científicas, responsables de diver­
sas funciones vinculadas a las actividades científicotécnicas. Dichas instituciones 
(cf. Cuadro N° 1) cumplen actividades diversas (investigación, creación de centros, 
prestación de servicios) y desempeñan funciones que se definen como de planifica­
ción, promoción y ejecución, pudiendo encontrarse reunidas todas o algunas de 
ellas en un mismo organismo. 
 
Puede observarse que, si bien el primero de estos organismos tiene ya exactamente 
un siglo (fue creado en 1872) se debió esperar hasta 1956 para la aparición de la pri­
mera institución vinculada con el sector productivo. El Instituto Nacional de Tec­
nología Agropecuaria (INTA) es seguido un año más tarde por el instituto Nacio­
nal de Tecnología Industrial (INTI). 
 
Los nueve organismos creados entre 1872 y 1954, pertenecen todos al área de de­
fensa o de las fuerzas armadas y se vinculan fundamentalmente a la prestación de 
servicios a las mismas además de la investigación de algunos temas correspondien­
tes a su competencia específica. Las únicas excepciones los constituyen un organis­
mo dentro  del  sector  de  la  salud y  la  Comisión  Nacional  de  Energía  Atómica 
(C.N.E.A.) creada en 1950, con dependencia directa de la Presidencia de la Nación, 
orientada hacia los problemas energéticos del país. Con respecto a las funciones 
asignadas a los organismos, todos ellos, con la única excepción de la Dirección Ge­
neral de Investigación y Desarrollo (DIGID), realizan investigación, es decir que 
ejecutan actividades científicas y tecnológicas. Las funciones de promoción son es­
pecíficas o de realización posible para la mayoría. En cuanto a la función de planifi­
cación ésta se encuentra distribuida en varias instituciones. En efecto, son respon­
sables de la planificación de los sectores energía nuclear y agronomía, la CNEA y el 
INTA respectivamente, para no citar sino algunos. 
 
En cuanto al CNICT, es un organismo autárquico, dependiente directamente de la 
Presidencia de la Nación, cuya misión es "promover, coordinar y orientar las inves­
tigaciones en el campo de las ciencias puras y de las aplicadas". 
 
"Podrá fijar un orden de prioridades que contemple las necesidades del país respec­
to de las investigaciones y la situación real de los distintos sectores de la actividad 
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científica" para proponer la distribución de los fondos destinados al cumplimiento 
de los fines especificados 5. Las funciones asignadas son de asesoramiento, coordi­
nación, auspicio de actividades científicas y técnicas, creación, subvención y fo­
mento de organismos, proyectos de investigación, sistemas de becas y de informa­
ción. En suma, sus funciones, además de ejecutivas y de promoción, pueden ser de 
planificación.  De  hecho  ésta  última  función  no  fue  asumida  realmente  por  el 
CNICT, pero dadas su capacidad de decisión y las acciones emprendidas, marcó la 
orientación científica de la investigación básica en el país. 
 
Paralelamente en la universidad se realizan tareas de investigación, las que en 1968 
representaban el 74 % en recursos humanos 6 y el 34 % en recursos financieros so­
bre el total de la investigación del sector público y privado de bien público 7. 
 
Sobre esta infraestructura y a efectos de dar coherencia y aumentar la racionalidad 
de las decisiones particulares de los integrantes de ese conjunto, se sitúa a partir de 
1969 el organismo de planificación científica y técnica perteneciente a la Secretaría 
de Planeamiento y Acción de Gobierno, organismo asesor dependiente de la Presi­
dencia de la Nación. Quedan definidos de este modo cuatro niveles operativos en 
la red de interrelaciones que vinculan el subsistema de gobierno con el subsistema 
de ciencia y técnica, decisión, planificación, promoción y ejecución 8. 
 
El sesgo introducido históricamente en las opciones adoptadas sin un estudio de 
las necesidades del país, produjo investigación que sirvió sin duda al avance de la 
ciencia universal pero no atendió la problemática del desarrollo nacional. 
 
Interesa considerar particularmente los organismos de investigación tecnológica, 
tales como INTA, INTI, y CNEA, vinculados a sectores de la actividad económica, 
cuya situación se presenta diferentemente para cada uno de ellos. 
 
El último constituye un ejemplo claro de una concepción global de la problemática 
tecnológica. La CNEA se propone alcanzar para la Argentina "una cierta capacidad 

5D. L. 1291/58, de creación del CNICT (B. O. 19-11-58).
6Este altísimo porcentaje merece un cuidadoso análisis de las definiciones adoptadas para la clasifi­
cación de personal científico en la categoría de investigador. Además es importante destacar la baja 
dedicación en tiempo asignada a esta actividad, su nivel de productividad, y la calidad de su pro­
ducción.
7SECONACYT, "Inventario del Potencial C y T nacional", Bs.As. 1971 No se consideran los gastos de 
I-D del sector empresario, los que se estiman inferiores al 10 % del total.
8Roulet, Elva: "Análisis de instrumentos de política científica y tecnológica", OEA - U.C.A., Barba­
dos, 1972.
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de decisión en materia nuclear" 9 y afianzar el rol del Estado en el Sector. El resulta­
do es la definición de una política nuclear y de su componente científica y tecnoló­
gica. 
 
INTA e INTI, en cambio, sin una política sectorial establecida por el gobierno, no 
son capaces de sustituirlo en esta función y sus actividades (cobertura, eficacia y al­
cances) se ven influidas por esta carencia. No obstante, las características del de­
sempeño de ambos organismos son diferentes. 
 
El INTA 10realiza una parte muy importante de la investigación del país, de cuya 
programación es responsable, la que representa en 1972 el 37 % del gasto público 
total. Ello se debe fundamentalmente a los siguientes factores: 
 
- el sector agronómico sigue siendo importante en valor relativo en la formación 
del producto nacional y especialmente en las exportaciones (14,0 % y 64,2 % res­
pectivamente para 1970), 
 
- la tecnología del sector no es generalizable a distintos países y regiones, de ahí la 
necesidad de realizar investigación original adaptada a las condiciones de clima y 
suelo 
 
- los recursos financieros disponibles, provenientes de una tasa a las exportaciones 
del sector, son elevados 11. 
 
EL INTI, contrariamente a lo que sucede con los organismos considerados anterior­
mente, posee funciones más limitadas que corresponden a su misión de "asistir a la 
industria nacional realizando y promoviendo investigaciones aplicadas a la misma 
tendiendo a su mejor desenvolvimiento técnico y económico". 
 
Solicitado por una demanda industrial que requiere servicios (metrología, control 
de calidad, ensayos) ya que las empresas se proveen de tecnología externamente, y 
acotado en su desenvolvimiento por un presupuesto restringido 12 que es inferior al 
10 % del presupuesto del INTA, y no supera en 1972 el 3,3 % del gasto público total 
en Ciencia y Técnica, limitó su acción fundamentalmente al área de los servicios. 

9Sábato Jorge, "Para el prontuario del Plan Nuclear Argentino, Ciencia Nueva, No 1, Bs. As., 1970.
10Oslack, Oscar y otros, "Determinación de objetivos y asignación de recursos en el INTA. Un análi­
sis crítico. CIAP.
11Se constituyen con la gravación del 1 1/2 % "ad-valorem" a los productos y sub-productos de la 
agricultura y la ganadería que se exporten.
12Los fondos propios del INTI se integran con una tasa del 0,25 % sobre los créditos para la industria 
otorgados por el Banco Nacional de Desarrollo (Ex. Banco Industrial).



NUEVA SOCIEDAD NRO. 8-9  SEPTIEMBRE-DICIEMBRE 1973, PP. 148-173

Hasta la fecha se ha mostrado incapaz de desempeñar un rol motor en la produc­
ción de conocimientos que contribuyan a la disminución de nuestra dependencia 
tecnológica mediante la generación de tecnologías alternativas adaptadas a la reali­
dad nacional. 
 
Sintetizando, el acople entre la creación científica y técnica y las necesidades de la 
sociedad, mediante el establecimiento de instrumentos institucionales, no ha sido 
planteado ni integral ni coherentemente. En consecuencia el sistema científico-tec­
nológico no ha podido producir la masa de conocimientos correspondientes a los 
requerimientos sociales de la nación en general, manteniendo una posición margi­
nal en relación con el sistema productivo. 

2.1.2. Instrumentos para fomentar la creación interna 
 
Son aquellos que contemplan la participación del conocimiento generado interna­
mente en el proceso de desarrollo nacional. Los instrumentos legales que existen en 
la Argentina son de sanción muy reciente en su mayoría, lo que se corresponde con 
el desconocimiento existente sobre la importancia de la variable tecnológica en un 
proceso de  desarrollo  independiente y  autosostenido.  En efecto,  como veremos 
más adelante, el país se proveyó mucho más tempranamente de instrumentos vin­
culados a impulsar su desarrollo productivo, en los que es ajena toda preocupación 
vinculada a la problemática tecnológica. 
 
Del conjunto de instrumentos existentes para fomentar la creación interna - entre 
los que pueden incluirse la promoción del financiamiento a fundaciones, asociacio­
nes civiles y entidades privadas de bien público, la ley de desgravación aduanera 
para la introducción al país de instrumental científico y otras - analizaremos única­
mente, por su estrecha vinculación con el sistema productivo, la ley de réditos en 
lo relativo a los beneficios impositivos para empresas industriales y entidades de 
bien público que realicen actividades de investigación y desarrollo. 
 
Su análisis, así como el de los restantes instrumentos que serán tratados en los pun­
tos siguientes, será realizado tratando de identificar: objetivos, beneficiarios, medi­
das, contenido científico-tecnológico y autoridad de aplicación. 
 
Con fecha 31 de diciembre de 1969 se sancionó la ley 18.527, la cual por su artículo 
1º introduce modificaciones en la ley 11.682 de impuesto a los réditos, a propuesta 
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del organismo de planificación de las actividades científicas y técnicas en sus artí­
culos pertinentes 13. 
 
El objetivo es la promoción de "tareas de investigación de interés nacional". 
 
Los beneficiarios son de dos tipos, según lo que se establece en los puntos 9 y 10 
respectivamente y se componen de: 
 
Para desgravación de gastos en I-D, empresas industriales manufactureras pertene­
cientes a personas físicas o sociedades de personas domiciliadas en el país, o a per­
sonas  jurídicas  constituidas  en  el  país,  que  realicen  localmente  investigaciones 
científicas y/o tecnológicas directamente o a través de firmas o instituciones nacio­
nales especializadas públicas o privadas 
 
Para desgravación de donaciones, entidades privadas de bien público con persone­
ría jurídica y exentas del pago de impuestos o universidades oficiales y privadas 
autorizadas. 
 
Los mecanismos consisten en la desgravación impositiva sobre los sueldos y sala­
rios del personal directamente afectado a la investigación promovida, sobre las su­
mas invertidas en bienes amortizables de activo fijo destinados a la investigación, y 
sobre las sumas donadas al mismo efecto. 
 
El  contenido científico-tecnológico  está  definido por el  interés  nacional,  el  cual 
debe ser determinado por una comisión ad-hoc, en las siguientes áreas: 
 
Art. 9 - a) diseño de prototipos,  
b) desarrollo de nuevos procesos, 
c) utilización de materia prima no rutinaria. 
d) ingeniería de productos. 
e) operación de plantas piloto, 
f) ensayos no rutinarios 
 
Art. 10 - investigación pura y aplicada en ciencias exactas, naturales y sociales. 
 
Este instrumento, que ha entrado en vigencia a partir de su sanción en enero de 
1970, ha comenzado a ser aplicado recientemente debido a la falta de implementa­

13Ha sido reglamentada por el D. 466/71 el D. 1156/72 y la Res. No 303 de la Secretaría de Planea­
miento y Acción de Gobierno (SPAG).
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ción inmediata de sus mecanismos. Sin embargo, muchas empresas han desgrava­
do "ad-referendum" de la presentación posterior de sus programas a la autoridad 
de aplicación constituida por la Subsecretaría de Ciencia y Técnica y organismos 
de investigación y desarrollo tales como INTA, INTI, CNICT y Consejo Nacional 
de Rectores, entre otros. 
 
Su evaluación es por el momento imposible, pero es importante destacar que dadas 
las experiencias internacionales existentes convendría realizar un análisis de los re­
sultados de su aplicación en otros países a la luz de la situación argentina, tratando 
de que no se transforme en un canal de evasión impositiva. Por otra parte, según 
su formulación actual aparece demasiado laxa en sus especificaciones tanto en lo 
que concierne a definir el interés nacional, como en su contenido técnico-científico 
siendo necesario determinar con mayor precisión las áreas de promoción que com­
prende, vinculándolas claramente a las estrategias de desarrollo del sector. Yendo 
más lejos, su necesaria modificación debe encararse en el contexto del conjunto de 
instrumentos de política tecnológica, previendo la posible creación de un Fondo de 
Desarrollo que permita la financiación de operaciones concertadas de investigación 
entre el sistema productivo y el científico-técnico. 
 
2.1.3. Valorización de la creación interna. Régimen de Crédito para prototipos. 
 
Los conocimientos generados en el país necesitan un importante apoyo para su 
transformación tecnológica que los haga utilizables por la sociedad. 
 
En la Argentina ha sido diseñado un único instrumento que contribuye a esta fina­
lidad. La reglamentación de préstamos especiales para la financiación de prototi­
pos de bienes de capital, ha sido aprobada por resolución del Banco Nacional de 
Desarrollo (ex-Banco Industrial), en 1966. 
 
El objetivo consiste en lograr el "desarrollo de las industrias productoras de bienes 
de capital posibilitando la realización de prototipos y/o la gestión inicial de pro­
ducción en el país de bienes de capital de origen extranjero bajo licencia". 
 
Los beneficiarios son empresas industriales ya instaladas, que deben ajustarse a un 
conjunto de requisitos de antigüedad, capacidad técnica, económica y financiera, 
los que no están taxativamente determinados, sino que son fijados en cada caso a 
juicio de la autoridad de aplicación. 
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Los mecanismos previstos consisten en créditos especiales cuyo límite máximo está 
fijado en diez veces el costo unitario de producción inicial, o el 20 % del capital de 
la firma solicitante. 
 
El contenido científico-tecnológico abarca todos los bienes de capital que represen­
ten un avance tecnológico con relación a lo existente en el país en tal materia, y en 
especial los que sean "considerados como de necesidad o conveniencia en estudios 
realizados por organismos nacionales o en colaboración con organismos interna­
cionales, y los que se refieren a bienes de capital de avanzada técnica y de reconoci­
da eficiencia, ya construido en otros países". Se exceptúan las ramas de la produc­
ción de automotores, tractores, aeronaves, embarcaciones, locomotoras, y vagones 
ferroviarios. 
 
La autoridad de aplicación es la gerencia técnica del Banco Nacional de Desarrollo. 
La norma no tiene una correspondencia adecuada entre los objetivos de la política 
de desarrollo y su aplicación, cuya modalidad resulta discrecional. En efecto, cuá­
les son los criterios de avance o modernidad de los proyectos; cómo se determina 
la capacidad técnica y los restantes requisitos exigibles a los presentantes? 
 
Por otra parte se supone que al costo de comprar licencias y el riesgo de desarrollar 
prototipos en igual, y se inhibe a las empresas pequeñas y medianas para empren­
der proyectos ambiciosos por los límites establecidos a los montos de los créditos. 
Finalmente, la pasada y larga tramitación requerida desanima a los potenciales be­
neficiados, que hacen escasísimo uso de tales créditos. 
 
2.1.4. Incorporación de la creación al proceso productivo. Régimen de compras na­
cional. 
 
Son los instrumentos que hemos definido como las acciones capaces de permitir 
que la creación sea transformada en una realización práctica. 
 
En la Argentina no existen mecanismos que otorguen a las empresas capital de 
riesgo para la introducción de innovaciones en la producción. Solamente, de mane­
ra indirecta, la regulación del poder de compra del Estado contribuye al logro de 
esta finalidad. El régimen de compras nacional se origina en el decreto ley 5.340, 
del 1 de julio de 1963, sancionado a Propuesta del Ministerio de Industria y Mine­
ría de la Nación, y que establece normas orgánicas en la materia. Con anterioridad, 
por el decreto 35.506/48 que reglamentó las compra-ventas y contrataciones del 
Estado, se acordaron preferencias a la industria nacional contemplando dos situa­
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ciones: a) la cotización igualitaria de bienes nacionales y extranjeros, debiendo op­
tarse por los primeros. b) las "situaciones excepcionales en que por razones supe­
riores de orden económico debe propenderse al sostenimiento o estímulo de la in­
dustria argentina". Igualmente algunas empresas autárquicas tales como la Empre­
sa de Ferrocarriles del Estado Argentino (E.F.E.A.), incluyen en sus estatutos prefe­
rencias para la provisión de bienes nacionales. 
 
En la primera etapa, el ya mencionado decreto-ley 5.340, de "preferencia de la in­
dustria nacional  por  la  administración pública,  reparticiones  oficiales,  empresas 
concesionarias de servicios públicos y empresas del Estado" 14 llamado régimen de 
Compre Argentino, tiene como objetivo la promoción de la industria nacional. Son 
beneficiarios los productores ubicados en el país cuya producción sea considerada 
de origen nacional, para lo cual la ley determina los requisitos que deben cumpli­
mentar los materiales, mercaderías o productos. 
 
El mecanismo previsto considera a este régimen de orden público, por lo que serán 
nulos todos los contratos que contravengan al mismo. Por lo tanto, es de aplicación 
obligatoria para "la administración pública, las dependencias, reparticiones o enti­
dades autárquicas, autónomas o descentralizadas, las empresas concesionarias de 
servicios públicos y las empresas del Estado", así como para "los que celebran con­
tratos de obras o de servicios con la administración pública, las dependencias, re­
particiones o entidades autárquicas, autónomas o descentralizadas y las empresas 
del Estado". 
 
El contenido científico-tecnológico no es tenido en cuenta explícitamente en abso­
luto. La única condición de preferencia es que el precio sea razonable, y se establece la 
forma de determinarlo para su comparación internacional. 
 
La autoridad de aplicación es la Secretaría de Industria y Minería y se crea en juris­
dicción del Ministerio de Economía una Comisión Asesora Honoraria integrada 
por representantes de organismos del Estado y de la actividad privada, que inter­
vienen en el cumplimiento de este régimen, así como en la autorización de impor­
taciones en los casos de excepción vinculados al mismo. 
 
En la segunda etapa, la ley 18.875 sancionada el 23 de diciembre de 1970 a pro­
puesta del Ministerio de Economía, designada como de "Compre Nacional", esta­
blece disposiciones complementarias del decreto-ley anterior para normalizar la 
utilización de la capacidad de compra que concentra en su poder el Estado. En 
14Boletín Oficial del 5-VII-63.
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efecto, al Sector público le corresponde en 1969 el 41 % de la inversión total, equi­
valente al 9,3 % del producto bruto interno. El mensaje de elevación del proyecto al 
Poder Ejecutivo señala su "profunda incidencia sobre la economía del país en parti­
cular sobre el sector industrial, la construcción y los servicios de ingeniería y consulto­
ría". Aparecen aspectos científico-tecnológicos que veremos más adelante. 
 
El objetivo consiste en: 
 
a) Efectivizar, en la jurisdicción del Estado, una política de adquisición de bienes 
de producción nacional con la finalidad de: 
 
- promover la expansión del mercado interno 
 
- incrementar nuevas inversiones 
 
- contribuir a una demanda sostenida y creciente para las actividades empresarias 
y profesionales del país 
 
- incrementar la capacidad negociadora frente a las fuentes de crédito internacional 
adecuándolos y movilizándolos hacia la construcción y el desarrollo de la capaci­
dad productiva nacional y el mercado interno. 
 
b) Contratar con profesionales y firmas consultoras locales. 
 
Son beneficiarios, "conforme al principio de la realidad económica": 
 
- empresas industriales locales de capital interno, con radicación efectiva de la di­
rección. 
 
- empresas constructoras locales o proveedoras de obras y servicios locales, con la 
dirección efectivamente radicada en el país y capacidad de ejecución acreditada, 
 
- profesionales y firmas consultoras de ingeniería y servicios con capacidad técnica 
local de ejecución acreditada. 
 
Se podrá exceptuar la adquisición y contratación de bienes, obras y servicios para 
la defensa nacional. 
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El mecanismo es de aplicación estricta para las sociedades del Estado, cuando éste 
sea titular de la mayoría de capital, inclusive las de economía mixta. Consiste en la 
obligación de elegir preferentemente la utilización de bienes y servicios que pue­
dan ser abastecidos por la industria nacional o desarrollados por ella, cuando consti­
tuyan una alternativa viable. Se considera tal aquella que cumpla la función desea­
da en un nivel tecnológico similar y en condiciones satisfactorias de calidad, ade­
más de un precio razonable. 
 
Se establece la obligación de no admitir créditos del exterior para estudios de facti­
bilidad atados a la importación de consultoría extranjera. 
 
Es importante destacar que además de la obligación de contratar, la ley establece la 
necesidad de "compensar las desigualdades de acceso al crédito y a los avales que 
se pudieran producir entre las empresas locales de capital interno y las locales de 
capital externo". 
 
La componente científica y tecnológica se establece a nivel de proyectos y dentro 
de las exigencias de calidad y de costos - para lo cual es necesario "planear, proyec­
tar y diseñar para lo argentino, siendo esencial la adecuación de la programación y 
de la magnitud de los proyectos a la capacidad de ejecución existente de oferta de 
bienes, de obras y de servicios". 
 
"Los servicios de ingeniería y de consultoría se contratarán con profesionales o fir­
mas locales", señalándose 15 "en lo atinente al área de los servicios de ingeniería y 
de consultoría, se debe tener presente que en la época actual se reconoce en forma 
creciente que el desarrollo de un país no sólo reside en su acumulación de capital 
físico, sino, tal vez en mayor medida, en la densidad de su capital intangible dado 
por el entrenamiento, los conocimientos, la experiencia y la capacidad de decisión 
y organización de sus profesionales y técnicos. A diferencia del capital físico y de 
los conocimientos abstractos que pueden adquirirse en el exterior, este tipo de ca­
pital no es transferible en forma instantánea, sino que debe ser formado interna­
mente y demanda largos años de esfuerzos acumulativos por parte de la sociedad". 
 
La autoridad de aplicación es la Comisión Asesora establecida por el Decreto-ley 
5.340/63, cuya intervención es obligatoria, debiendo producir en cada caso el infor­
me técnico correspondiente. 
 

15Mensaje de elevación de la ley al Poder Ejecutivo para su aprobación.
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La importancia de éste instrumento vinculado al rol motor que pueden y deben ju­
gar las empresas del Estado en la generación de una demanda tecnológica nacional 
debe ser objeto de análisis especial en los países en desarrollo. Su modalidad de 
aplicación en la Argentina y el comportamiento de las empresas del sector público 
en su política de compras e inversión aún no han sido estudiados. 
 
2.1.5. Regulación del uso de la tecnología externa 
 
Como ya se ha señalado, el proceso de industrialización se realizó en la Argentina 
con un componente muy importante de tecnología externa. 
 
La selección y el control de su acceso no fue reglamentado, y solamente cuando la 
dimensión de la dependencia financiera que produjo - que alcanzó a 90 millones de 
dólares en 1958 aumentando a 120 millones en 1971 16 y otras características negati­
vas del proceso fueron mejor conocidas, se planteó la necesidad de crear la legisla­
ción correspondiente. 
 
La ley 19.231, sancionada el 10 de setiembre de 1971, a propuesta del Ministerio de 
Industria, Comercio y Minería de la Nación crea el Registro Nacional de Contratos 
de Licencias y Transferencia de Tecnología. Su objetivo es la evaluación y control 
del acceso de la tecnología extranjera al país, tanto de su naturaleza y característi­
cas, como de las condiciones de compra de la misma. 
 
Está dirigida a "las personas o entidades domiciliadas en el país que estén obliga­
das a efectuar pagos o a proporcionar cualquier otra clase de contraprestación a 
personas residentes en el extranjero o a entidades del exterior, con referencia a: 
 
a) La concesión del uso y la explotación de marcas de fábrica. 
 
b) La concesión del uso y la explotación de patentes de invención. 
 
c) La concesión del uso y la explotación de diseños y modelos industriales en cuan­
to sean de valor determinable. 
 
d) la provisión de conocimientos técnicos mediante planos, diagramas, modelos, 
instrucciones, formulaciones, especificaciones, formación y capacitación de perso­
nal y otras modalidades. 

16Según datos del Banco Central los primeros y del Registro de Contratos de Licencias y Transferen­
cia de Tecnología los segundos. El gasto para 1968 equivale a 1,5 a 2 veces la inversión total del mis­
mo año en ciencia y técnica. Para 1971 la relación es aún más desfavorable.
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e) La provisión de la ingeniería de detalle para la ejecución de instalaciones o la fa­
bricación de productos. 
 
f) La asesoría técnica ocasional, periódica o permanente. 
 
El mecanismo utilizado es la inscripción obligatoria de los actos arriba menciona­
dos, a afectos de poder obtener la autorización del Banco Central de la República 
Argentina para realizar pagos al exterior. La inscripción podrá denegarse 
 
a) cuando el objeto del acto se refiere a la utilización en un producto nacional de 
marca extranjera o de una marca nacional cuyo titular sea una persona residente en 
el extranjero o entidad del exterior, sin que medie innovación o aporte tecnológico 
 
b) cuando el objeto del acto involucre la importación de tecnología de un nivel pro­
badamente obtenible en el país 
 
c) cuando el precio o la contraprestación no guarden relación con la licencia contra­
tada o la tecnología transferida 
 
d) cuando se otorguen derechos que permitan directa o indirectamente regular o 
alterar la producción, la distribución, la comercialización, la inversión, la investiga­
ción o el desarrollo tecnológico nacional 
 
e) cuando se establezca la obligación de adquirir equipos o materias primas de un 
origen determinado y fuera del país 
 
f) cuando se establezca la prohibición de exportar o la de vender con destino a la 
exportación los productos nacionales, así como la de supeditar el derecho de venta 
a autorizaciones del exterior o de algún modo se limite o regule la exportación 
 
g) cuando se establezca la exigencia de ceder, a título oneroso o gratuito, las paten­
tes, marcas de fábrica, innovaciones o mejoras que hayan podido obtenerse en el 
país con relación a la licencia contratada o a la tecnología transferida 
 
h) cuando se impongan precios de venta o reventa para la producción nacional 
 
i) cuando se prorroguen en favor de tribunales extranjeros el conocimiento y reso­
lución de las causas que puedan originarse por su interpretación o cumplimiento, 
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las que deberán someterse a los tribunales nacionales que en razón de la materia 
corresponda. 
 
El gobierno nacional podrá fijar por sectores, por actividades o bienes específicos, 
un porcentaje máximo al que se ajustarán los pagos o las contraprestaciones que 
deban proporcionar los compradores de tecnología. 
 
Se fija plazo hasta el 1° de enero de 1974 para la vigencia de los contratos pre-exis­
tentes que no cumplimenten los requisitos establecidos. 

El contenido científico-tecnológico de la transferencia incluye, en iguales condicio­
nes, todo tipo de conocimiento en las categorías objeto de atención de la ley. 
 
La autoridad de aplicación 17 es el Ministerio de Industria y Minería dentro de cuyo 
ámbito y bajo la dependencia de la Subsecretaría de Industria funciona una Comi­
sión Asesora integrada por representantes de la Subsecretaría de Ciencia y Técnica, 
del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria, del Banco Nacional de Desa­
rrollo y del Banco Central de la República Argentina. El Instituto Nacional de Tec­
nología Industrial tendrá a su cargo la operación del registro incluidos el examen y 
la evaluación de las solicitudes debiendo producir un informe técnico para ser con­
siderado por la Comisión Asesora. 
 
Para el desempeño de las funciones inherentes al Registro, el I.N.T.I. establecerá los 
órganos correspondientes de características administrativas y técnicas, incluyendo 
estas últimas la realización de "diagnósticos globales referentes a las características 
del comercio de tecnología y a las actividades de investigación y desarrollo en la 
industria; de elaborar estadísticas sobre la base de la información obtenida con las 
inscripciones que realice el Registro y de cooperar, con los organismos oficiales que 
correspondiera, a la formulación de propuestas de política industrial estatal relati­
va al comercio de tecnología". 

2.2. Los Instrumentos Indirectos 
Los principales dispositivos legales y los documentos y acciones de la política glo­
bal de desarrollo del país que implican una decisión tecnológica forman un conjun­
to amplio que puede detectarse a partir de la consideración que siendo el sistema 
productivo consumidor de tecnología, las medidas de promoción de la producción, 
necesariamente, tienen implicancias tecnológicas. 
 

17D. 6.187/22-XII-71.
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Nos detendremos únicamente en el análisis de dos de los instrumentos reguladores 
del desarrollo del sector productivo del país: el régimen de promoción industrial y 
el de inversiones extranjeras. 

2.2.1. Régimen de promoción industrial 
 
La primera legislación de fomento integral de la actividad industrial se dictó en la 
Argentina en 1944. Con anterioridad existe un importante estudio legislativo reali­
zado en 1922, que no alcanzó la sanción legal. 
 
Desde 1944 hasta la fecha, el ordenamiento del régimen de promoción industrial ha 
sido objeto de cuatro leyes. 
 
Ellos son: (1) la 14.630 de junio de 1944, (2) la 14.781 de febrero de 1959, (3) la 
18.587 de febrero de 1970 y (4) la 19.904 de octubre de 1972. A continuación se enu­
meran sucintamente la finalidad que persiguen, los beneficiarios a quienes se diri­
gen y los beneficios que otorga cada una. 
 
Finalidad 
 
(1) Amparo de los factores de la producción. 
 
(2) Seguridad al desarrollo integral y armónico de la producción industrial 
- equilibrio balance de pagos 
- aprovechamiento recursos naturales 
- descentralización 
- perfeccionamiento, ampliación y diversificación 
- promoción tecnológica en la fabricación 
- necesidades defensa 
 
(3) Promoción de nuevas actividades industriales, expansión y perfeccionamiento 
de las existentes 
- incrementar el producto generado por el sector industrial  
- mejorar el nivel de vida a través de una mayor productividad que redunde en 
mejores precios industriales 
- alcanzar y mantener niveles de pleno empleo 
- descentralización geográfica 
- expansión y fortalecimiento de la posición competitiva de la empresa nacional 
pública y privada 
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- desarrollo de industrias no instaladas de defensa y seguridad 
- resolver el estrangulamiento del sector externo 
- desarrollar tecnología nacional y mejorar las condiciones de receptividad de la ex­
terna 
- posibilitar rentabilidad del capital compatible con tasas de inversión necesarias al 
incremento del producto 
- canalizar las utilidades y flujos de amortización hacia inversiones para el creci­
miento y actualización tecnológica. 
 
(4) Desarrollo de nuevas actividades y áreas geográficas industriales, expansión, 
consolidación, modernización y reestructuración de la industria existente y la des­
centralización geográfica-industrial. A los objetivos anteriores se agregan: 
- promover la instalación de industrias con tecnologías avanzadas 
- apoyar la expansión y el fortalecimiento de la pequeña y mediana industria 
- fomentar nuevas áreas geográficas industriales 
- promover la concentración y la fusión de empresas 
- apoyar las instalaciones industriales en zonas de frontera 
 
Beneficiarios 
 
(1) Industria "Interés Nacional" 
- emplean 100% de materia prima nacional y su producción se destina al mercado 
interno18

- producen artículos de primera necesidad 
- interesan a la defensa nacional 
 
(2) Empresas existentes o que se establezcan en el país. 
 
(3) Empresas unipersonales y sociedades constituidas en el país que tengan domi­
cilio legal y asiento principal de sus negocios en el territorio nacional. 
 
(4) Empresas unipersonales y sociedades constituidas en el país que tengan domi­
cilio legal y asiento principal de sus negocios en el territorio nacional. 
 
Beneficios 
 
(1) - Limitación importación de productos elaborados en el país 

18El decreto 18.848/45 estableció que serían incluidas igualmente las industrias que emplearan pro­
ductos secundarios importados, incorporados o adicionales al básico o accesorios de origen impor­
tado.



NUEVA SOCIEDAD NRO. 8-9  SEPTIEMBRE-DICIEMBRE 1973, PP. 148-173

- Facilidad cambiaria y desgravación aduanera 
- Subsidios para industria de defensa 
- Prioridad combustibles, energía, suministro materia prima, otorgamiento de divi­
sas. 
 
(2) - Liberación derechos y adicionales aduaneros para la importación de maquina­
ria y equipos que la industria nacional no está en condiciones de proveer 
- imposición de derechos aduaneros, aumento de los existentes o aplicación de re­
cargos cambiarios a la importación que pueda afectar el desarrollo de la industria 
nacional 
- suspensión o limitación de importaciones de productos que se produzcan en el 
país 
- créditos de financiación industrial 
- preferencias para el suministro de materias primas, combustibles, energía y trans­
porte 
- preferencia en las compras por organismos del Estado 
- desgravación impositiva. 
 
(3) Los mecanismos anteriores, más: 
- fomento de parques industriales en polos de desarrollo 
- participación del Estado en la capitalización de las unidades productivas 
- fomento a la investigación y desarrollo, brindar asistencia técnica y reglamentar 
la introducción de tecnología. 
 
(4) Los mecanismos anteriores más medidas de política económica generales y par­
ticulares. 
 
Entre las últimas se otorga al Poder Ejecutivo la facultad de disponer aportes direc­
tos del Estado, no reembolsables, destinados a cubrir hasta el 50% de los gastos en 
investigación básica y aplicada, en especial a las empresas locales de capital inter­
no. 

La autoridad de aplicación del régimen de promoción industrial ha estado radica­
da en torno al organismo responsable de la política industrial, con algunas varian­
tes durante el período. Ha sido asistido en general por una Comisión Asesora o 
Consejo Nacional de Promoción Industrial, integrado por representantes de Minis­
terios y Secretarías de Estado, y representantes empresario y laboral. 
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Analizando las finalidades de la ley establecidas en el tiempo puede concluirse 
que, hasta las postulaciones muy recientes, la importancia de la tecnología como 
componente del proceso de industrialización no está presente. 
 
La ley 14.781 de 1959, fija entre sus objetivos la promoción tecnológica en la fabri­
cación, pero se acepta implícitamente que la tecnología se obtiene externamente, 
como se refleja en las medidas que la ley propone. 
 
La ley 14.781 de febrero de 1970 explícita la necesidad de desarrollar tecnología na­
cional y mejorar las condiciones de receptividad de la externa. 
 
La creación en 1971 del Registro de Contratos de Licencias y Transferencia al país 
de Tecnología, satisface la segunda parte de este objetivo. En cuanto a la primera, 
la ley 19.904, de octubre de 1972, propone el apoyo mediante financiación a fondo 
perdido del Estado, de hasta el 50 % de los gastos de investigación de las empresas. 
 
Esta medida no ha sido aún reglamentada, aunque su aplicación podría realizarse 
para casos particulares en forma independiente. 
 
2.2.2. Radicación de capitales extranjeros 
 
Hasta 1953 no existió en el país un régimen especial y orgánico para la radicación 
de capitales extranjeros y radicación de industrias extranjeras. Entre 1943 y 1948 el 
Banco Central dictó disposiciones y realizó el estudio económico financiero de las 
inversiones extranjeras y en 1948 se estableció su fiscalización por parte de la Co­
misión Nacional de Radicación de Industrias 19. Su finalidad fue facilitar y promo­
ver la radicación de industrias mediante una evaluación y selección de las mismas. 
 
El régimen de radicación e inversiones de capital extranjero tiene cuatro etapas. 
 
La ley 14.222, sancionada en 1953, tiene como objetivo atraer la radicación de inver­
siones extranjeras protegiendo asimismo la industria nacional. 
 
Los beneficiarios eran todos los "capitales procedentes del extranjero que se incor­
poren al país para invertirse en la industria y la minería", los que debían inscribirse 
en un Registro Nacional, que se creó a tal efecto. Los mecanismos de promoción di­
señados se clasifican en: 1) beneficios para su ingreso; 2) carácter que se les asigna 

19D. 3.347/48.
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luego de ingresados; 3) forma de repatriación del capital y transferencia de sus uti­
lidades. 
 
Se establecen para ello la eximisión de impuestos aduaneros y la posibilidad de ser 
declarados de interés nacional, lo que les permite acogerse además a las leyes exis­
tentes de promoción industrial. Una vez ingresados, los capitales extranjeros que­
daban equiparados a los capitales nacionales. Mediante el sistema de repatriación 
se trató de evitar las inversiones a corto plazo, fijando para su retiro un plazo míni­
mo de diez años, a partir de los cuales sólo podría remitirse al exterior en cuotas 
del 1 % al 20 % del capital, según las condiciones estipuladas. Las remesas de utili­
dades no podrán superar el 8 % anual sobre las utilidades líquidas, libres de gravá­
menes. 
 
El  contenido científico-tecnológico es explícitamente  inexistente,  especificándose 
únicamente que "las maquinarias y equipos deben ser nuevos o hallarse en perfec­
to estado de conservación y responder a sistemas modernos". 
 
La ley no derogó el D. 3.347 de radicación de industrias, y la autoridad de aplica­
ción fue la misma Comisión Nacional pre-existente, hasta que sus funciones pasa­
ron a ser ejercidas directamente por el Ministerio de Comercio e Industria en 1956. 
 
En diciembre de 1958, se sancionó la ley 14.780, a propuesta del Poder Ejecutivo. 
Su objetivo es "la promoción de nuevas actividades productivas y la ampliación o 
perfeccionamiento de las existentes, necesarias para el desarrollo económico nacio­
nal", coincidente con el definido para la promoción industrial. 
 
La  incorporación  del  capital  extranjero  podrá  efectuarse  en  divisas,  máquinas, 
equipos e instalaciones, repuestos, materias primas y otras formas de aportes, nece­
sarios para el normal desenvolvimiento de las actividades a desarrollar. 
 
Se dará preferencia a la elaboración de materias primas para la industria con utili­
zación de recursos naturales nacionales, y a la producción de bienes de capital y de 
utilización intermedia "que contribuyan a la mejor evolución de la economía nacio­
nal sobre la base de su instalación en el interior; y del desarrollo o integración de 
las economías regionales". 
 
Se considera igualmente dentro del régimen de preferencia a los capitales y técnicas 
que se asocien al capital nacional, así como a los que se comprometan a reinvertir 
sus utilidades en el país. 
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Los mecanismos de promoción previstos son la liberación de derechos aduaneros, 
del régimen impositivo y cambiario, tratamiento crediticio, inclusión en el régimen 
de promoción y fomento de la industria, libertad de remisión de utilidades al exte­
rior y repatriación del capital invertido. En estos dos últimos aspectos la ley es de 
una mayor liberalidad económica que su antecesora, no poniendo límites de monto 
a la remisión de utilidades ni de mínimos de tiempo previos a la repatriación del 
capital, con lo que se posibilita la inversión de corto plazo, con sus consecuencias 
negativas para la balanza de pagos y otros. 
 
La ley de inversiones extranjeras, como se la llamó, está estrechamente vinculada 
con la correspondiente de promoción industrial, lo que se señala específicamente 
en ésta última  20. Al igual que en ella, no se establece ninguna precisión sobre el 
contenido tecnológico de las radicaciones industriales. 
 
En 1970, la ley de promoción industrial 18.587, ya analizada, deroga este régimen 
reemplazándolo por disposiciones de su articulo 6°. 
 
Se preferirían aquéllas radicaciones que se asocien al capital nacional existente o a 
crearse y a quienes se comprometan a reinvertir en el país. 
 
Los beneficios otorgados consisten en la libre transferencia de las ganacias y la re­
patriación del capital sin sujeción a otras cláusulas que no sean las contractualmen­
te estipuladas.  El capital extranjero sigue siendo equiparado al capital  nacional, 
luego de radicado, lo que le da derecho a gozar de todos sus beneficios. La incor­
poración de capital extranjero podrá efectuarse en divisas, tecnología, bienes de ca­
pital y sus repuestos. 
 
En julio de 1971, la ley 19.151 deroga dicho artículo y establece el actual régimen de 
inversiones de capital extranjero. 

Se mantienen los objetivos de la legislación anterior, señalándose la necesidad de 
"adecuar  nuestra  organización  industrial  a  las  condiciones  requeridas  por  una 
competencia internacional fundada en métodos de producción de avanzada técni­
ca", agregándose que se dará preferencia a las propuestas que mejor favorezcan el 
avance tecnológico argentino. 
 
Será beneficiario el capital extranjero preferentemente cuando se asocie con el na­
cional y mediante autorización que se otorgará cuando contribuyan al logro de ob­

20Mensaje de elevación para su aprobación al Poder Ejecutivo.
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jetivos de orden económico, financiero y de localización. Entre ellos figura asimis­
mo la incorporación de moderna tecnología y la participación del país en su desa­
rrollo posterior y la mayor utilización de técnicos y profesionales argentinos fijan­
do emplear en las áreas de dirección, técnica y profesional, un porcentaje mínimo 
promedio del 85 % de argentinos. 
 
El capital extranjero, luego de radicado, sigue siendo homologado al capital nacio­
nal y goza de los mismos derechos. Se limita la utilización del crédito bancario in­
terno al de corto plazo o de evolución hasta un máximo equivalente al 50 % del ca­
pital registrado más las reservas acumuladas. 
 
3.  Utilización de los Instrumentos de Política Tecnológica y Modalidad de la 
Transferencia. 

3.1. Alguna Evidencia Empírica de la Utilización de los instrumentos de Política Tecnoló­
gica. 
 
Como dijéramos anteriormente el proceso de industrialización en nuestro país ha 
estado asociado siempre a la importación de tecnología. 
 
No vamos a analizar en este trabajo las distintas etapas y características de este 
proceso, así como el marco general en que se realiza el comercio de tecnología en­
tre los países altamente industrializados en que se produce y que constituyen los 
vendedores y los usuarios de países en desarrollo. Estudios como los de Alberto 
Sánchez Crespo 21, Oxman y Sagasti 22 y Vaitsos 23, entre otros, contienen una con­
ceptualización suficiente en la que se inserta la evidencia empírica que aquí presen­
tamos. 
 
La primera etapa del proceso industrial argentino correspondiente a la sustitución 
de bienes de consumo se agota en la década del cincuenta, a partir de la cual se co­
mienza la profundización de la sustitución de importaciones correspondiente a la 
etapa de producción nacional de bienes intermedios y de capital. 
 
Los requerimientos de tecnologías más complejas que plantea esta estrategia son 
satisfechos mediante las radicaciones de capital extranjero y las importaciones de 

21Sánchez Crespo, "Esbozo del desarrollo industrial. . ." Op. citado.
22Oxman y Sagasti, "La tranferencia de tecnología. . .", op. citado Contiene bibliografía.
23Vaitsos, Constantine, "The process of commercialization of technology in the Andean Pact", Lima, 
1971.
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las empresas que contienen implícitamente tecnología incorporada en maquinarias 
y equipos, o bien por los contratos de licencias, asistencia técnica y servicios que 
constituyen compras explícitas de tecnología. 
 
Veremos como se han comportado en la Argentina los instrumentos correspon­
dientes de importación implícita de tecnología, así como los valores alcanzados, la 
distribución y las características de la importación explícita o comercio de tecnolo­
gía. 
 
3.2. Comportamiento de los Regímenes de Promoción Industrial y de Radicación de Inver­
siones Extranjeras. 
 
Analizaremos los resultados de la utilización de los regímenes de promoción in­
dustrial y de radicación de inversiones extranjeras en el período comprendido en­
tre 1958 y 1969. 
 
La Ley Nº 14.781, de promoción industrial,  no fue reglamentada en forma total 
sino parcialmente a través de decretos que establecían el carácter de interés nacio­
nal de ciertas ramas industriales (siderurgia, petroquímica y celulosa) o regiones 
geográficas, además de los sectores forestal y pesquero, entre otros. 
 
Mediante el decreto N° 5338 de 1963 se unificaron los regímenes particulares y su 
modificatorio, el N° 3113 de 1964, mejoró la técnica legal aplicable e introdujo la in­
tervención del Consejo Nacional de Desarrollo para coordinar la política de promo­
ción industrial con las prioridades establecidas en el Plan Nacional. Este decreto se 
auto-denominó de "promoción industrial". Varios decretos especiales promueven 
determinadas actividades, como minería o agricultura, además de regiones parti­
culares. 
 
El decreto N° 5339, de 1963, estableció condiciones para otorgar prioridad de equi­
pamiento para la instalación o ampliación de plantas industriales. 
 
La evolución anual del monto de las inversiones acogidas a los regímenes promo­
cionales en el período considerado, se consigna en el Cuadro Nº 2, mientras el Cua­
dro Nº 3 muestra la distribución porcentual de las mismas. 
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La distribución de las inversiones según los instrumentos utilizados muestra una 
gran preponderancia del régimen de la Ley N° 14.780 de radicación de capitales ex­
tranjeros, que alcanza al 61,2 %. Le sigue en importancia el régimen de prioridad 
de equipamiento con el 20,3 % de las operaciones aprobadas en el período, repre­
sentando sólo el 8,3 % el régimen del Decreto N° 3113/64 de "promoción indus­
trial". Esta cifra adquiere toda su importancia si se considera que ella incluye los re­
gímenes especiales originariamente establecidos para siderurgia,  petroquímica y 
celulosa. 
 
La gran masa de inversiones recibida, a través de los regímenes de promoción, co­
rresponde evidentemente al capital extranjero. Su desigual distribución en el tiem­
po es un fenómeno cuya investigación interesa realizar. Sólo en 1962 comienza a 
ser utilizado el régimen de promoción industrial. A partir de entonces, con excep­
ción de éste primer año y de 1964 en que no alcanza el 22 %, el resto del período os­
cila entre el 63,6 % y el 92,4 %. El monto total de las inversiones acogidas a los regí­
menes promocionales es además sensiblemente más bajo que en el período 1959-
1961 y hasta del año 1962. La actitud del país frente al capital extranjero reflejada 
por su política económica, así como la mejor utilización de la capacidad instalada o 
la saturación existente en ciertas áreas, son algunos de los aspectos cuya incidencia 
suponemos que es significativa. 
 
La participación de las inversiones acogidas a regímenes promocionales en la in­
versión total realizada en el país en ese período es muy baja. Considerando para su 
comparación, las inversiones en bienes durables de producción (equipos y material 
de transporte) según los datos del Banco Central de la República Argentina 24 salvo 
el año 1959 en que representan el 27,4 % y corresponde a la inversión total más baja 
del período, en los años restantes oscila entre el 10,4 % y el 1,6 % (cf.. Cuadro N° 4). 
Se hace evidente que los regímenes promocionales por sí mismos son insuficientes 
para provocar la inversión. 

24"Política Industrial Argentina. Su evolución y perspectivas con la nueva ley de promoción indus­
trial", Secretaría de Estado de Industria y Comercio Interior, mayo de 1971.
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El Consejo Nacional de Desarrollo realizó una encuesta a 350 empresas del área del 
Gran Buenos Aires, para los años 1963, 1964 y 1965, a efectos de determinar los fac­
tores que obstaculizan la producción, según las expectativas de las empresas in­
dustriales.  Los regímenes promocionales eran considerados inadecuados por un 
porcentaje que oscilaba entre el 1,6 % y el 2,4 % de las respuestas obtenidas según 
el año correspondiente y ocupaban el lugar once entre los obstáculos señalados. La 
retracción económica que afecta la demanda, la competencia de productos naciona­
les similares, la inestabilidad monetaria, la obtención de fondos fuera y dentro de 
la empresa ocupaban los primeros lugares para más del 50 % de las empresas. 
 
La distribución por sectores y ramas industriales de las inversiones aprobadas (cf 
.Cuadro Nº 5) muestra que para el capital extranjero, química y petroquímica con 
el 37,0 %, material de transporte con el 24,2 % y metalurgia con el 24,8 %, son las 
ramas de interés predominante en que se han localizado, abarcando el 88,0 % del 
total correspondiente a la ley de radicación. 
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En el Cuadro Nº 6 que consigna la participación de cada régimen promocional en 
las inversiones aprobadas por rama del sector productivo, se observa que le corres­
ponde al capital extranjero el 85,0 % de las inversiones totales promocionadas en la 
rama material de transporte, el 82,2 % en la de metalurgia, 74,0 % en la de cons­
trucciones y 73,9 % en química y petroquímica. 
 

El régimen de promoción industrial al que se han acogido las empresas nacionales 
de capital local (aunque también pueden acogerse las empresas extranjeras que re­
alizan radicaciones de capital y seguramente han usado de él) es importante sola­
mente en la actividad de explotación de canteras y minas con el 68,2 % y en la rama 
celulosa y papel con el 51,7 %. 
 
En agricultura, caza y pesca se ha hecho uso de regímenes especiales en el 82,5 % 
de los casos y para el resto resultan significativas las inversiones aprobadas en ca­
rácter de prioridad de equipamiento (decreto 5339/63) para la elaboración de mi­
nerales no metálicos con el 69,0% de la rama, cuero y cauchos con el 63,8 %, made­
ra y corcho 52,8 %, y textiles 49,3 % e industrias varias el 59,7 %. Corresponden, en 
general, a ampliaciones de industrias existentes. 
 



NUEVA SOCIEDAD NRO. 8-9  SEPTIEMBRE-DICIEMBRE 1973, PP. 148-173

Concluyendo, puede afirmarse que el capital extranjero se concentra en sectores di­
námicos 25, con uso de tecnologías complejas y capital intensivas. Su localización en 
el país significa la adopción por las empresas de los países altamente desarrollados 
de una estrategia según la cual se substituye su rol tradicional de vendedores de 
bienes de consumo final, por la descentralización de la producción mediante la ins­
talación de filiales en los países en desarrollo, saltando sus barreras aduaneras y 
ubicándose al abrigo de sus leyes de protección industrial. 
 

 
3.3. Análisis de los Contratos de Comercialización de Tecnología. 
 
El análisis de los contratos de comercialización de tecnología se realiza en base a 
información provisional del Instituto Nacional de Tecnología Industrial que es la 
autoridad de aplicación de la ley de transferencia de tecnología al país. Correspon­
de a aproximadamente 1400 contratos registrados automáticamente antes del 1 de 
marzo de 1972. Sin embargo, ellos no constituyen el universo total de contratos 
existentes a esa fecha. Sería necesario agregar a los mismos algunos presentados 
posteriormente fuera de término, y las transacciones de compra de tecnología de 

25Verbigracia, la tasa acumulada de crecimiento del volumen físico de producción de la industria 
química alcanzó el 76 % en el período 1960-68, según datos del Banco Central.
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importantes empresas del Estado que no fueron presentadas, y cuya significación 
es muy grande. Nos limitaremos, por lo tanto, a explorar el universo conocido cuya 
representatividad puede considerarse alta por la magnitud del mismo. 

 
3.3.1. Monto del comercio de tecnología y origen de la oferta 
 
El monto del pago de regalías que nuestro país realiza por la compra de tecnología 
correspondiente a 1420 contratos analizados, se ha calculado para el período com­
prendido entre el 1° de mayo de 1972 (fecha límite de registración automática) y el 
31 de diciembre de 1973, período en el cual siguen siendo válidas las condiciones 
de contratación original. (A partir del mismo, los contratos cuyo plazo de duración 
siga vigente deberán adaptarse a las normas establecidas por la ley). 
 
Las formas de pago establecidas consisten en general en una tasa aplicada al valor 
de la producción de las empresas licenciantes. Sólo el 1 % correspondiente a 23 
contratos establece el pago total único y el 4 % un monto fijo por períodos. Del res­
to, el 36 % se fija sobre el monto pecuniario bruto, el 35 % sobre el monto pecunia­
rio neto y el 24 % es un precio determinado por unidad física. La base de cálculo 
está constituida mayoritariamente por las ventas al distribuidor, situación que re­
presenta el 63 % de los casos. 
 
La tasa promedio es el 6 % aproximadamente. Corresponde igualmente al modo 
con el 23,73 % del total de contratos. 
 
EL INTI estima el costo total de la transferencia de tecnología en US$ 191.655.690, 
cifra que ajustada a períodos anuales oscila aproximadamente en US$ 120.000.000, 
a los que habría que adicionar las regalías que devengan los contratos no registra­
dos mencionados anteriormente. Con ello el monto estimado global ascendería a 
US$ 150.000.000 por año. Esta cifra calculada se basa en estimaciones de las empre­
sas presentantes por lo que constituye el monto estimado de regalías a devengar y 
no las que efectivamente sean transferidas. 
 
Dicho monto representa el 6,77 % de las exportaciones totales de bienes y servicios 
de 1971, el 38,39 % del déficit comercial externo del mismo año y el 2,35 % del PBI 
de 1969 26. 
 

26INTI, "Estudio de los contratos de licencia y transferencia de tecnología con el exterior", primera 
versión, 1973 Documento de Trabajo,
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Los gastos  de las actividades  científicas  y técnicas del  sector público (finalidad 
Ciencia y Técnica del Presupuesto General de la Administración Nacional) fueron 
en 1972 inferiores a 50 millones de dólares 27. La relación entre los pagos por com­
pra de tecnología extranjera y el esfuerzo local de investigación y desarrollo es, por 
lo tanto, de 3 a 1. 
 
La oferta de la tecnología adquirida, según el país de origen de la transacción, se 
distribuye como sigue: 
 
(véase Cuadro Nº 7) 

 
 

27418.459,8 pesos argentinos, según datos de la SUBCYT, Dirección General de Evaluación y Con­
trol.
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Estados Unidos de Norte América con el 41,98 % del monto total de regalías esti­
mado, ocupa un lugar de preeminencia coincidente con su situación de domina­
ción continental en esta materia. 
 
Los estudios realizados para el Pacto Andino le asignan el 33,6 % en Perú, 44,7 % 
en Chile y 53,0 % en Bolivia considerando la frecuencia de contratos según país del 
concedente. El monto de las regalías que ellos implican da cifras en general más 
concentradas aún. 

El segundo país en importancia es Italia con el 15,53 %, que desciende al 6,29 % si 
se considera la cantidad de contratos. Este conjunto contiene importantes transac­
ciones correspondientes al sector transporte, coincidiendo con las inversiones de 
capital extranjero que fueron analizados en el capítulo anterior. El número reduci­
do de contratos de licencia y su relación con los montos a pagar está indicando la 
gran dimensión de las empresas concesionarias. 
 
Es importante destacar que los lugares séptimo, noveno y décimo primero están 
ocupados por países de la región: Panamá, Venezuela, Uruguay, que no son consi­
derados productores de tecnología. 
 
Se trata evidentemente de situaciones de intermediación en que "submatrices" de 
firmas de países desarrollados han sido creadas para aprovechar las ventajas tribu­
tarias, aduaneras y de mercado, para la integración de su propia estrategia de pro­
ducción. 
 
3.3.2. La demanda de tecnología su composición y características. 
 
Se utilizará para este análisis información proveniente del INTI, con la apertura 
por ramas adoptada por éste, utilizando la Clasificación Internacional Industrial 
Uniforme (C.I.I.U.). (véase Cuadro N. 9, pág. 172) 
 
La pre-eminencia absoluta corresponde a vehículos y automotores seguida de pro­
ductos farmacéuticos. Si se consideran las siete primeras ramas según el orden co­
rrespondiente a los pagos a efectuar, vemos que con excepción de productos ali­
menticios y pesca, coinciden con las áreas de concentración de las radicaciones de 
capital extranjero acogidas al régimen de promoción: transporte, química, metalur­
gia. Estas siete ramas representan el 60 % de los pagos a devengar. 
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El carácter de las empresas compradoras de tecnología respecto a la composición 
de su capital según origen nacional o extranjero se ve en el Cuadro N° 8. 

 
Se comprueba que sólo el 19,5 % de las empresas que efectúan pagos por compra 
de tecnología es de capital nacional. El 64,06 % tiene una participación mayoritaria 
de capital extranjero (superior al 50,0 %) pudiendo inferirse que en éstas funda­
mentalmente el centro de decisiones es exterior al país. 
 
Sin embargo, es importante remarcar que una participación menor, pero acompa­
ñada de la posesión de una tecnología cuya disponibilidad y condiciones de uso 
(restricciones) pueden ser ejercidas por una firma extranjera, colocan a la firma lo­
cal en una situación de dependencia, pasando el control real de ésta a la primera. 
 
El contenido de los contratos de transferencia de tecnología es diverso. El 76 % de 
ellos tienen por objeto la introducción en el mercado de nuevos productos e inclu­
yen generalmente el proceso de fabricación. El 12 % se refiere a nuevos procesos 
para la obtención de productos ya existentes, habiendo un resto no especificado. 
 
Los conocimientos vinculados a este comercio se transmiten o bien protegidos por 
marcas y patentes o como "know-how" y asistencia técnica. Cada una de estas cate­
gorías puede comprarse sola o asociada a cualquiera de las otras, pudiendo ade­
más incluirse en el mismo contrato varias modalidades. Por ello, la suma total de 
las modalidades utilizadas es superior al número de contratos analizados. 
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La elevadísima utilización de marcas, en el 60 % de los contratos, es un hecho su­
mamente importante dado que frecuentemente la compra de una marca no incluye 
provisión de nuevos conocimientos y el instrumento de control de la transferencia 
de tecnología al país contempla la denegación de la autorización correspondiente 
para esta operación. 
 
La importancia de la ingeniería de detalle (74 %) se vincula seguramente con la in­
troducción de nuevos procesos en la producción. 
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La asistencia técnica permanente muestra una forma de atadura del licenciatario 
con el vendedor en casi la mitad de los contratos. Por otra parte, la duración pro­
medio de los contratos es de nueve años y medio, lo que es aparentemente excesi­
vo y puede vincularse a una falta de esfuerzos propios de investigación y desarro­
llo en el país. 

3.3.3. Restricciones contractuales 
 
Las características oligopólicas del mercado internacional de tecnología que deter­
minan el gran control que ejercen sobre ésta y la falta de información del compra­
dor 28, disminuyen su capacidad de negociación frente al vendedor. Ante esta situa­
ción, muy a menudo el vendedor fija restricciones al comprador que se vinculan 
con la exportación de la producción, con la utilización de la tecnología para nuevas 
plantas o cesión de los conocimientos a terceros, con la obligación de utilizar mate­
rias primas o productos intermedios importados con el control de calidad de la 
producción o la cantidad de unidades a producir. Para la Argentina sólo se cono­
cen actualmente las restricciones con respecto a la venta de la producción local. Los 
indicadores que permitan analizar los restantes factores limitantes a los que se obli­

28"Si el comprador de tecnología tuviera todos los elementos de juicio para elegir el conocimiento 
tecnológico más adecuado, probablemente no necesitaría aquirirlo". Esta idea ha sido desarrollada 
por Vaitsos y constituye lo que ha dado en llamarse la "paradoja fundamental" del mercado de tec­
nología.
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ga el comprador no están aún disponibles, pero la información básica existe en el 
Registro de Contratos de Transferencia. Ellos deberán ser incorporados a algún es­
tudio posterior. 

 
Las tres últimas categorías del cuadro Nº 11 corresponden a aquellos contratos sin 
restricciones a la exportación de la producción de las firmas concesionarias, inclu­
yendo en algunos casos prohibición de exportar al país de la firma licenciante. Re­
presentan el 25,56 % del universo estudiado siendo importante, sin embargo, des­
tacar que esta cifra incluye un número alto de contratos entre filial y casa matriz, 
para las cuales la política de producción y distribución de mercados de la primera, 
haría innecesario fijarle áreas de comercialización a la filial, por vía de la compra 
de tecnología. 
 
La exclusividad para todo el mundo esta incluida en sólo el 0,50 % de los conve­
nios. Contrariamente el 39,70 % de los casos otorgan exclusividad para el territorio 
de la Argentina y un 13,64 % más la extiende a otros países de América Latina, en 
especial los limítrofes Chile, Uruguay, Paraguay y Bolivia. 
 
La prohibición de exportar fuera del territorio nacional alcanza al 53 % de los con­
tratos analizados y en el resto, en su mayoría, la producción nacional debe compe­
tir con la de otros países en los mercados a los que no tiene impedido el acceso. 
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Esta cláusula, violatoria de los intereses del Estado, está incluida como causal de 
denegación de los permisos de compra de tecnología en el régimen legal existente 
y su aplicación reviste un interés fundamental. 
 
4. Conclusión 

Del análisis de los instrumentos de regulación de la creación y transferencia de tec­
nología, de la importancia de ésta y de las modalidades de su adquisición desde el 
exterior, el país aparece en una situación de dependencia. Su capacidad de decisión 
se encuentra comprometida y no ha producido hasta el presente un cuerpo de ins­
trumentos conceptualmente y operativamente adaptado a las necesidades de su 
desarrollo. 

Se hace necesario profundizar los estudios aún muy embrionarios sobre las conse­
cuencias de este comercio de tecnología. Debe ser explorada la inadecuación de los 
conocimientos transferidos a las condiciones locales de distribución de los factores 
de la producción, las escalas del mercado, los problemas de empleo. 
 
Es un hecho conocido que en la segunda etapa de industrialización de nuestro país, 
"por razones tecnológicas inherentes al propio proceso de producción" se promo­
vió el desarrollo de actividades con uso intensivo de capital por hombre ocupado, 
con alta productividad de la mano de obra, y consecuentemente con poca capaci­
dad para la creación de empleo. 
 
Es igualmente importante poder establecer la correspondencia existente entre com­
pra de tecnología extranjera y realización de esfuerzos locales para su adaptación y 
para la creación de alternativas tecnológicas propias, y en una etapa anterior (no 
cronológica sino operativamente) la generación de la información suficiente para 
una evaluación correcta de las opciones posibles, existentes o a crear. 
 
Todo ello es básico para diseñar el conjunto de instrumentos científicos y tecnológi­
cos y sus mecanismos de aplicación, capaces de regular y controlar la transferencia 
al país de tecnología, en el contexto de un proceso acelerado de promoción de la 
creación local, necesario para un desarrollo independiente. 
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